	


SALA DE CASACIÓN SOCIAL

SALA ACCIDENTAL

 

 

Ponencia del Magistrado ALFONSO VALBUENA CORDERO

 


En el juicio que por jubilación especial y otros conceptos sigue el ciudadano RAFAEL EDUARDO CHACÓN PATIÑO, representado judicialmente por los abogados Hermes Andrade Pernía y Evencio Mora Mora contra la COMPAÑÍA ANÓNIMA NACIONAL TELÉFONOS DE VENEZUELA, (C.A.N.T.V.), representada judicialmente por los abogados María Judith Zambrano, Luis Laurence Moreno, María Contreras Zambrano, Román Duque Corredor, José Pedro Barnola, Ricardo Henríquez La Roche, Cecilia Acosta, Carlos Domínguez Hernández, Mauricio Izaguirre, Germán Briceño Colmenares, José Linares y AnaBella Rivas; el Juzgado Superior Segundo en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y de Protección del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Táchira, con sede en San Cristóbal, dictó sentencia en fecha 15 de octubre del año 2003, mediante la cual declaró sin lugar la apelación ejercida por la parte demandada y parcialmente con lugar la demanda, modificando la decisión apelada.

 

 

 

 


Contra este fallo de la alzada, anunció recurso de casación la abogada María Judith Zambrano, en su carácter de apoderada judicial de la parte demandada, el cual fue admitido.

 


Remitido el expediente, fue recibido en esta Sala de Casación Social, dándose cuenta del asunto en fecha 16 de diciembre del año 2003. En esa misma fecha, los Magistrados OMAR ALFREDO MORA y JUAN RAFAEL PERDOMO, manifestaron tener motivos de inhibición para conocer del presente asunto.

 


Fue formalizado el recurso de casación anunciado por la parte demandada, el cual no fue impugnado.

 


Declaradas con lugar las inhibiciones de los mencionados Magistrados, se procedió a convocar a los conjueces o suplentes respectivos.

 


Manifestada la aceptación de los respectivos conjueces y suplentes para integrar la Sala accidental, la misma quedó constituida en fecha 14 de mayo del año 2004, de la siguiente manera: Magistrado ALFONSO VALBUENA CORDERO y la tercera suplente MARÍA JOSÉ RODRÍGUEZ FERNÁNDEZ, Presidente y Vicepresidente respectivamente y el tercer Conjuez RICARDO GARCÍA DE LONGORIA SÁNCHEZ. Se designó Secretario temporal al Dr. José E. Rodríguez Noguera. El Presidente electo, de conformidad con lo establecido en el artículo 64 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, se reservó la Ponencia del presente asunto.

 


En fecha 18 de mayo del año 2004, el Juzgado de sustanciación declaró concluida la sustanciación del presente recurso.

 


Cumplidas las formalidades legales y siendo la oportunidad legal para ello, pasa esta Sala de Casación Social (accidental) a decidirlo bajo la Ponencia del Magistrado Alfonso Valbuena Cordero, previa las siguientes consideraciones:

 

DEFECTOS DE ACTIVIDAD
-I-

 


Con fundamento en el ordinal 1° del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, los formalizantes denuncian la violación de los artículos 12 y 15 del Código de Procedimiento Civil y 38 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, vigente para la fecha, por incurrir la recurrida en la infracción de los artículos 206, 208 y 211 todos del Código de Procedimiento Civil.

 

Como argumento de su denuncia, alegan los recurrentes: 

 

“Ahora bien, como hemos dicho, si la Procuraduría fue notificada el 08 de junio de 1999, como lo admite ese Despacho; y la contestación fue realizada el 4 de agosto de 1999, significa que hasta ese momento el juicio continuaba detenido, porque corría el lapso de 90 días de suspensión, más como aparece defectuosa la notificación, entonces habrá de concluirse que ella no se practicó adecuadamente, de lo cual se sigue, debió el Tribunal de Causa corregir la anomalía procesal, puesto que según la jurisprudencia constante de la Sala, se estima que la debida notificación a la Procuraduría General de la República constituye un presupuesto procesal, que produce una radical nulidad procesal, en caso de no acatarse fielmente, sin capacidad para ser subsanada terminantemente y recuperar para el proceso el acto nulo (Cfr. Sentencia número 105/2001).

 

Con toda seguridad, se puede evidenciar la confusión porque, de un lado, la Procuraduría acusa recibo de su notificación para el 08/06/99 que es un dato procesal importante que no aparece reflejado en el expediente, por lo que no existe el menor indicio de que se hubiere cumplido, por lo que se dañó el derecho a la defensa de la representada, por efecto de lo defectuoso de la notificación, con lo que se incumplió el principio de que la Procuraduría General de la República, se le tiene por notificada, al existir constancia en el juicio de ‘la efectiva recepción’ de la demanda y del auto de su admisión o, en su defecto, el que la Procuraduría ‘haya dejado constancia de haberlos recibido’, lo que sólo ocurrió para el mes de septiembre de 1999 (ver folio 109).

 

Al apreciar los jueces del mérito que C.A.N.T.V. contestó tardíamente y gracias a esa falsa premisa, la declaró confesa, vulneró el ‘necesario equilibrio procesal entre los derechos de las partes’, en vista que estando detenido el procedimiento para septiembre de 1999, día cuando la Procuraduría General de la República, da cuenta el Tribunal de causa de la recepción de oficio de así y todo, juzga que debió C.A.N.T.V. contestar la demanda en un tiempo procesal inexistente, porque no habiendo constancia de la notificación en cuestión, el procedimiento no podía avanzar ni se podía computar ‘los lapsos subsiguientes, entre ellos el de contestación a la demanda’.

 

Vista esta situación de un género singular y excepcional, estuvo obligado el Tribunal de Alzada, a reponer la causa para remediar ese vicio para evitar caos procesal, como el que ocurrió, del cual C.A.N.T.V. sufrió notable menoscabo a sus derechos e intereses jurídicos hasta el punto que se consideró que no dio contestación a la demanda, al pedirle por esa vía, una actuación judicial todavía pendiente, por lo que esa carga procesal instituida en interés propio, no había nacido ni agotado su derecho procesal de contestar la demanda, y con esto se violó el artículo 15 del Código de Procedimiento Civil, al ocasionar un daño en detrimento a su derecho a la defensa con patente indefensión.

 

Se viola, por tanto, el artículo 38 de la Procuraduría General de la República, hoy derogado, pero en vigor para el momento de la admisión de la demanda, porque no se consumió su notificación como lo ordena esa norma jurídica, de manera que, hasta tanto no se reparare el defecto en rigor, esa notificación era nula, y el proceso seguía detenido, tanto que en autos, no hay constancia de la recepción del nuevo oficio producido por el Tribunal a quo, que da fe del envió de los recaudos solicitados por la Procuraduría.

 

Esto es una causa de nulidad del procedimiento, calificado de irregular y al no observar el Juez de la Alzada la misma, se solidarizó con el error del a-quo porque no repuso para restablecer la buena marcha del juicio, por lo que infringió el artículo 208 eiusdem, habida cuenta que o advirtió el vicio cometido durante la sustanciación del procedimiento en primera instancia, para lo cual es de menester reponer, lo que no hizo.

 

Violó igualmente el Juez de Alzada el artículo 211 eiusdem, porque tratándose de una nulidad total, debió anular lo actuado y reponer el proceso al punto de donde partió el acto irrito, que no era otro que esperar los resultados de que efectivamente se practicó la notificación de la Procuraduría General de la República, que constituye el antecedente y fundamento para el cómputo del término para dar contestación en los juicios contenciosos laborales.

 

En este caso, igualmente violó el artículo 245 del Código de Procedimiento Civil, pues los hechos antes expuestos, constituyen un motivo legal para reponer y no, inmiscuirse con el mérito del problema judicial.

 

Mucho más evidente es la violación del artículo 206 eiusdem porque no procuró mantener a las partes en el debido equilibrio procesal, en atención a que habiéndose producido una omisión que trajo el quebrantamiento a una forma vinculada, no le importó para nada.

 

Omissis

 

Y esta es la situación particular en el caso bajo estudio. El Juez ordenó la notificación a la Procuraduría; su consecuencia inmediata es que el proceso entra en un estado de latencia hasta tanto conste la práctica de la notificación de ese Ente; así lo exige la doctrina de la Sala.

 

Más estando detenida la causa se efectuaron actos procesales por anticipado, tanto que la Procuraduría por oficio llamó la atención del Tribunal en el sentido de que había sido defectuosamente notificada; lo que debió servir de un elemento disuasivo para el Tribunal a fin de corregir las fallas del proceso, pero no lo hizo, tanto que declaró confesa a C.A.N.T.V., no obstante insistimos, que no había llegado la oportunidad de contestar, por obra de la omisión dicha.

 

De ahí que, por excepción, cabe a C.A.N.T.V. denunciar la infracción, cuyo interés surge ostensiblemente, no porque la falta de notificación, cuya omisión queda reservada invocar la Procuraduría, sino que por efecto mortal de esa deficiencia, fue declarada confesa por el Juez; quedando inerme y sin capacidad de respuesta, y por consiguiente toca a la Honorable Sala recuperar la situación jurídica infringida.”

 

 

 


Para decidir la Sala observa: 

 


Denuncian los formalizantes que la recurrida incurrió en la infracción de los artículos 12, 15, 206, 208 y 211 del Código de Procedimiento Civil y 38 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, vigente para la fecha, en razón de que se le causó indefensión a su defendida, a tal grado que fue declarada confesa, no obstante que no había un proceso válido, en razón que la notificación hecha a la Procuraduría General de la República era deficiente. Que estando detenido el proceso se adelantaron actuaciones tendentes a la citación de C.A.N.T.V., a la cual se le designó defensor de oficio, quien contestó la demanda y que luego fue considerada extemporánea, siendo que aún no había llegado la oportunidad de contestar la demanda, con lo cual se violó su derecho a la defensa, por lo que al ser dicha actuación causa de nulidad del procedimiento, se debió anular lo actuado y reponer la causa al punto donde nació el acto írrito.

 


Ahora bien, del alegato de los recurrentes, se evidencia que lo pretendido por ellos es obtener la reposición de la causa, por considerar que la notificación del Procurador General de la República, fue defectuosa. En tal sentido, cabe señalar el criterio acogido por esta Sala de Casación Social, de la decisión de fecha 17 de diciembre de 1996 emanada de la Sala de Casación Civil de la antigua Corte Suprema de Justicia, en la cual se estableció los efectos que produce la falta de notificación de la Procuraduría General de la República, indicándose igualmente en dicho fallo, que es necesario, a los fines de la reposición de la causa, que la Procuraduría exprese si se va hacer parte en el proceso, pues, de lo contrario sería inútil reponer una causa. 

 


A tal efecto en la mencionada sentencia, se estableció lo siguiente:

 

“Si se sentenciare el juicio y existiere cosa juzgada, mal puede pensarse que la falta de notificación oportuna de la existencia del proceso, puede producir la nulidad de las actuaciones, a instancia de la República, cuando este conozca de lo sucedido. La única vía para atacar la cosa juzgada es el proceso de invalidación y no otro, y este proceso se funda en las causales taxativas del art. 328 del Código de Procedimiento Civil, entre las que no se encuentran la falta de notificación a la Procuraduría General de la República de los juicios en los cuales la República pudiera tener interés.

El ord. 1° aludido del art. 328, señala como causa de invalidación: ‘la falta de citación, o el error, o fraude cometidos en la citación para la contestación’. Se refiere la norma al emplazamiento para la contestación, y el art. 38 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República no prevé un emplazamiento, sino una notificación para que la República tome conocimiento de un juicio y se haga o no parte –según sus consecuencias- en él. Luego, no es causal de invalidación la falta de notificación, conforme al art. 38 citado.

Esta consecuencia, a juicio de esta Sala, se justifica porque la República –que no se hace parte en un juicio- siempre podrá hacer valer sus derechos contra quienes fueron partes en el proceso, que no le fue avisado a tiempo, por lo que el art. 38 en su encabezamiento no pasa de ser una norma tendiente a promover la celeridad y la economía procesal.

El art. 38 bajo comentario, tiene dos supuestos, uno: que la República sea parte en un juicio, donde habría que citársele conforme a las disposiciones del art. 39 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, y donde hay que notificarle al Procurador General de la República, la apertura de todo término para el ejercicio de algún recurso, de la fijación de oportunidad para la realización de algún acto y de toda actuación que se practique. Dos: Que la República no sea parte, y habría que notificarle a la Procuraduría General de la República de toda demanda, oposición, excepción, providencia, sentencia o solicitud de cualquier naturaleza que directa o indirectamente obre contra los intereses patrimoniales de la República y que se adelantará, incluso de oficio, cuando el juez detecta que los intereses de la República están en juego. De la notificación en estos casos se espera respuesta (contestación); pero la misma puede nacer en diversas oportunidades del proceso, con motivo de una solicitud, de un fallo, de una demanda, siendo la autoridad judicial quien decide y claro está motoriza la notificación.

Si ello no se hiciere, el art. 38 trae una regla, que debería estar circunscrita a los casos en que la República fuera parte, pero que dada la puntuación de la norma surge como un principio aplicable a los dos supuestos del artículo (República es parte y República no es parte): ‘La falta de notificación será causal de reposición a instancia del Procurador General de la República’ (Sin indicar a que estado del proceso debe ser la reposición).

Cuando la República no es parte, la posibilidad de pedir la nulidad de unas actuaciones con respecto al proceso de conocimiento, si aún no hay cosa juzgada, sólo nace si la República, por cualquier causa, se entera del juicio. En tal situación, la redacción de la norma permite a la República solicitar la nulidad por la falta de notificación.

Cuando la República se entera por vía distinta de la notificación, de la existencia del juicio, ella puede apersonarse al proceso y pedir se suspenda por 90 días a fin de estudiar su futura participación, ya que su presencia procesal equivale a la notificación prevista en el encabezamiento del art. 38, y por ello tiene derecho a pedir se suspenda el proceso por 90 días.

Si en estos casos (que se entera por vía distinta a la notificación), compareciera en el juicio y pide la reposición, es porque la República pretende hacerse parte, ya que la reposición por la reposición misma, como castigo formal ante una falta, choca contra el aparte único del art. 206 del Código de Procedimiento Civil, que niega la reposición inútil, negativa que también se desprende de los artículos 208, 211 y 213 del Código de Procedimiento Civil.

Considera esta Sala, que para proceder la reposición a la cual se refiere la última parte del art. 38 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, en los casos en que dicho ente se entere de la existencia de un proceso que afecte los intereses de la República, es necesario que la Procuraduría exprese que se va a hacer parte en el proceso, no bastando solicitar sin más la reposición de la causa. Si ella se solicita es porque el interviniente ya no requiere de lapso para estudiar el caso, lo que ameritaba la suspensión de la causa, y entonces la solicitud de reposición tiene que ir unida a una declaratoria del interventor en el sentido que se va a hacer parte en el juicio como tercerista, ya que si no se estaría ante una reposición inútil.

Si el interviniente va a incoar una tercería excluyente no hace falta pedir, ni procede reposición alguna, ya que en cualquier instancia del proceso, aun en la fase de ejecución ella es procedente; por lo que la posible tercería que podría ameritar la petición de nulidad por falta de notificación, sería la coadyuvante, basada en los ordinales 3 y 6 del artículo 370 del Código de Procedimiento Civil.

Cuando se trata de una tercería coadyuvante, considera esta Sala que la Procuraduría General de la República, tiene que expresar los motivos por los cuales pide la reposición a un estado particular de la causa, ya que si no la reposición también podría resultar inútil al carecer de efecto alguno. Si se va a coadyuvar con un demandado que no contestó la demanda, o que la contestó de una manera determinada, no puede el coadyuvante, a tenor del art. 380 del Código de Procedimiento Civil, cambiar los términos en que quedó plateada la litis, ni efectuar alegatos que contradigan lo expresado o callado por el coadyuvado; de allí que reponer una causa a estado de admisión de la demanda carece de relevancia en los casos en que el interviniente va a coadyuvar con el demandado, y nada se ganaría con ello, ya que el coadyuvante no podría nunca sustituir a la parte contra quien coadyuva.

Por ello también resulta inútil reponer la causa a estado de admisión, si es que el tercerista quiere coadyuvar con el actor, ya que no podrá modificar los términos del libelo. Si se pide una reposición por parte del interviniente, a un estado particular del proceso, este tiene que señalar las razones para ello, ya que si no estaríamos de nuevo ante la inutilidad de la misma, o ante una ilegalidad si es que el hecho que causa la intervención es sobrevenido y se pretende se reponga el proceso a etapa anterior a la de los hechos sobrevenidos que desmejoran la situación de la República.

(...)

La Procuraduría General de la República tiene el derecho de pedir la nulidad de las actuaciones y de pedir la reposición, siempre que manifieste su voluntad de hacerse parte en el juicio, lo que justificaría la petición de nulidad, ya que ella tiene que perseguir fines útiles al proceso, como se dimana de las normas sobre nulidad del vigente Código de Procedimiento Civil; y siempre que argumentare los motivos por los cuales pide la reposición para un determinado estado de la causa, de manera que el Juzgador pudiera precisar la utilidad o no de la reposición al estado solicitado. Estos requisitos, que no aparecen expresamente del art. 38 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, se hacen exigibles por aplicación de principios generales de derecho (relativos a las nulidades) que inciden sobre las normas cuya infracción fue denunciada, y que se han explicado al examinar este punto”.

 

 

 

En atención a la jurisprudencia anteriormente transcrita, y en virtud de la solicitud de reposición de la causa por parte de los recurrentes, por considerar que la notificación del Procurador General de la República es defectuosa, es a dicho organismo a quien le corresponde solicitar la reposición de la causa, y no a la representación judicial de la empresa demandada, como en el presente caso. Así se decide. 
 


Con base en todo lo anteriormente expuesto, esta Sala debe declarar la improcedencia de la presente denuncia. Así se establece.

 

-II-

 

De conformidad con lo establecido en el ordinal 1º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, denuncian los formalizantes la infracción de los artículos 15, 216 y 206 del Código de Procedimiento Civil y el artículo 50 de la Ley Orgánica de Procedimientos y Tribunales del Trabajo (sic), en los siguientes términos:

 

“Bien se comprende que, sobre la base de ese criterio jurídico de índole procesal el Tribunal de Alzada partió de la idea de que no fue contestada la demanda; pero sin embargo, esa es una postura equivocada de la sentenciadora de la recurrida.

 

Primeramente, para calificar la citación como presunta, lo que vale es la actuación de la parte o su apoderado en el expediente, de manera que, si escribe en él, se tiene por cabalmente citada, más no equivale igualar a esa situación, la fijación del cartel en la sede de la empresa, porque justamente esa actividad es un mecanismo previsto para la dinámica de hacer la citación, precisamente por no haberse podido efectuar la citación personal de C.A.N.T.V.

 

Luego constituye un engaño, con apariencia el que la Juez haga semejante afirmación. El Tribunal busca emplazar por carteles a la demandada, pero a la vez, esa cartel es suficiente para tenerla por citada presuntamente no obstante que, precisamente se está la citación en trámite; lo que encierra un evidentemente desacierto.

 

Desde luego, la anterior afirmación de la Alzada, expone una impostura. En efecto, sea como fuere, el Tribunal ante la imposibilidad de citar en forma personal a la demandada, acude al procedimiento supletorio de la citación por carteles para así lograr el emplazamiento de la demandada; esa es la única finalidad del mismo; por lo que es, manifiestamente desacertado, porque ni más ni menos, en ese estado del juicio, todavía no hay citación.

 

Omissis

 

Más el Tribunal, consideró que la sola fijación, implicaba un conocimiento de la demanda. En verdad, la actuación del Tribunal en ese sentido, se reduce a cumplir y respetar el procedimiento por carteles, a los fines de citar a la demandada. Ello es parte importante del mecanismo utilizado por el legislador para tener por cumplida la citación; tanto que la sola fijación sin observar los otros trámites exigidos, la dañan por irregular, por lo que tratándose de una situación irreparable únicamente puede corregirse por la reposición.

 

Una vez cumplido lo anterior, es cuando el Tribunal designa al defensor, entonces, en consecuencia, es manifiestamente fuera de lugar afirmar que C.A.N.T.V. había tenido conocimiento de la demanda porque se fijó el cartel.
 

Desde otro punto de vista, la Dra. Zambrano, fue nombrada como defensora por manera que al firmar el 2 de julio de 1999, la Boleta que le comunicó formalmente esa designación el Tribunal de causa, no estaba cumpliendo una diligencia o actuación a favor de la demandada, sino obedeciendo una orden extrajudicial del Tribunal por la que quedaba informada de su nombramiento.

 

Esta es una actividad distinta, a la prevista en e artículo 216 del Código de Procedimiento Civil, además que, la situación del presente caso, no coincide con lo resuelto por esa Sala en sentencia N° 140 de 12/06/01, porque en ese caso, el defensor judicial ya conocía de la demanda, sencillamente porque con anterioridad a su designación como defensor de oficio, ya se le había otorgado un poder especial para entender ese mismo juicio en que fue designado defensor judicial, lo que en buena lid sí señala un indicio vehemente de conocimiento de la existencia del referido juicio por lo que la Sala entonces, lo considera citado.

 

Al contrario, en el caso concreto, la Dra. Zambrano es apoderada general de C.A.N.T.V. lo que hace improbable ese conocimiento y de que en definitiva sea ella, la encargada de defender en juicio a la demandada. En efecto, el expediente deja ver que el poder fue consignado después, cuando agotado el trámite de la citación por carteles y citada la defensora, ésta contesta al tercer día, luego de transcurrido los cinco (5) días concedidos como término de distancia.

 

Todavía, al instante de firmar la notificación, la Dra. Zambrano, no actúo en juicio y como detenta la calidad de apoderada general, su sola firma ahí puesta, no envuelve la potestad de dar por citada a la demandada.

 

Omissis

 

Citación que llevó adelante el Alguacil el 27 de julio de 1999. Sin embargo, ahora el Tribunal de causa y el de Alzada consideraron que la Dra. Zambrano no dio contestación para el 13 de julio 1999, premisa que sirvió para declarar confesa a la C.A.N.T.V.; pero en contradicción  a esa afirmación, también ocurre que se dispuso su citación por auto de 13 de julio de 1999 y se la citó el 27 de julio de 1999.

 

Esa confusión no puede lesionar los derechos procesales de C.A.N.T.V., ya que la Dra. Zambrano con el cuido de su delicado quehacer profesional siguió al pie de la letra, y confirmaba la orden del Tribunal de causa y nadie, ni el actor, cuestionó esa dinámica procesal, cumplida durante la sustanciación del procedimiento. Sin embargo, a toda costa, se le tiene como que no contestó la demanda en día, aun cuando el día 13 de julio de 1999, fue cuando el Tribunal ordenó su citación. Esto significa que C.A.N.T.V. no puede ser castigada con la ruda presunción de la confesión ficta, cuando observó y ajustó su conducta procesal a los lineamientos que le dio el mismo Tribunal de causa.

 

Omissis

 

Y esto sucedió. La decisión produce un desconcierto en el ánimo de C.A.N.T.V., puesto que la Dra. ZAMBRANO, su defensora de oficio, actuó conforme se lo señaló el Tribunal y esperó que se le citara, como lo ordenó el Tribunal y contestó la demanda, en el término que fijó el Tribunal, por lo que, se quebranta el principio de la confianza legítima, cuando luego en su fallo, se le dice  que procedió con negligencia, porque no contestó al quinto (5°) día más el término de distancia; aun cuando el Tribunal le exigió otra conducta procesal; de modo que es evidente que a C.A.N.T.V. ‘Se le sorprende’, con esa decisión.

 

Por supuesto, hubo de violarse su derecho a la defensa porque de hecho se le arrebató la posibilidad de contestar la demanda, que es un derecho procesal vital y crucial para la defensa de sus bienes e intereses jurídicos.

 

Se viola así el artículo 216 del Código de Procedimiento Civil, con vista a que, se entendió citada a C.A.N.T.V. por obra de la firma puesta por la Dra. Zambrano en una boleta de notificación en la que se le designó defensora ad litem.

 

Ese no es un acto de procedimiento ni una diligencia y actuación en el expediente, que son los supuestos previstos en la norma para tener por citada a la parte. Es nada más y nada menos que ‘dar extrajudicialmente, con propósitos cierta noticia de algo’.

 

 

Se viola también el articulo 50 de la Ley Orgánica de Tribunales y Procedimientos del Trabajo, porque el propio Tribunal de la causa ordenó la citación de la defensora (ver folio 53), y practicó la citación en ella; luego resulta evidente que no se da el supuesto de la citación tácita hasta porque el mismo Tribunal de causa consideró apropiada su citación por boleta, de donde aparece como arbitrario e inconsecuente que, después a la hora de sentenciar, aduzca el Tribunal que la defensora quedo citada presuntamente el 2 de julio de 1999.

 

Omissis

 

En consecuencia manifiestamente se le vulneró el derecho a la defensa de C.A.N.T.V., lo que es una trasgresión burda al debido proceso, accidente que lleva de si la tarea de la honorable Sala de restituir el orden jurídico infringido, sin perder de vista que la indefensión la causó el Juez de la Alzada al equivocarse a la solución a una cuestión de derecho procesal que trajo un desequilibrio en el juicio en perjuicio de C.A.N.T.V., con infracción al artículo 15 del Código de Procedimiento Civil.”

 

 

 


La Sala para decidir observa:

 


Señalan los recurrentes, que la recurrida violó los artículos 216 del Código de Procedimiento Civil y 50 de la Ley Orgánica de Tribunales y Procedimiento del Trabajo, en razón de que entendió que la CANTV se encontraba citada, toda vez que la Dra. Zambrano había firmado la boleta de notificación en la que fue designada defensor ad litem, siendo que éste acto no es de procedimiento ni una diligencia o actuación de impulso en el expediente, con lo cual se vulneró el derecho a la defensa de la mencionada empresa, al equivocarse la alzada en la solución de una cuestión de derecho procesal. Que al haberse practicado la citación de la mencionada defensora, no se puede tener como tácitamente citada.

 


Sobre este particular se hace necesario transcribir lo que al respecto señaló la recurrida:

 

“Al aplicar la anterior disposición, una vez que la representación legal de la demandada firmó el 02 de julio de 1999, la boleta notificatoria que le había sido extendida, dejándose constancia en el expediente de dicha actuación, por el alguacil del Tribunal en fecha 06 de julio de 1999, esa actividad se equipara a la situación allí prevista, luego de lo cual no era necesario, como bien lo acota la sentencia apelada, realizar ningún otro acto para tenerla como citada, pues el objeto de la citación es poner en conocimiento del demandado, de la existencia de una demanda en su contra. En el caso concreto, se observa que la demandada, aun con antelación a la actuación de su apoderada judicial, ya tenía conocimiento de la demanda, toda vez que, ante la imposibilidad de efectuar la citación personal en su director-gerente, ciudadano Abad Gilberto Casanova, el Tribunal de Primera Instancia acordó, como ya quedó acotado, la fijación del respectivo cartel en su sede, conforme al artículo 50 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, actuación que se llevó a cabo por la secretaría de dicho Tribunal el once ( 11) de mayo de 1999, según informe rendido en esa fecha (f.55).

 

Aunado a la anterior circunstancia, observa la sentenciadora que, como lo confiesa la abogada María Judith Zambrano Bushey en el encabezamiento de su escrito (f. 66), la representación judicial de la demandada la ostenta desde el 21 de julio de 1997, fecha en la cual le fue otorgado el poder por ante la Notaría Pública Octava del Municipio Autónomo Chacao del Estado Miranda, el cual corre inserto a los folios 77 al 80. Es decir, que la referida representación judicial le fue deferida con una antelación de 23 meses a la fecha en que firmó la notificación como defensor de oficio y dicha circunstancia constó en autos.

 

En este sentido, nuestra Sala de Casación Social, según sentencia N° 140 del 12 de junio de 2001, estableció que, recaída la designación como defensor ad-litem en abogado que luego resulta ser apoderado judicial del demandado con antelación a la fecha en que es notificado. ‘debe considerarse que desde el momento en que el abogado firmó la boleta de notificación expedida por el Juzgado de la Causa a fin de informarlo de su nombramiento, quedó tácitamente citada la Sociedad Mercantil, de conformidad con lo establecido en el artículo 216 del Código de Procedimiento Civil’, doctrina que ha venido siendo reiterada hasta hoy.

 

Omissis

 

La Sala de Casación Civil, es también copartícipe de ella, al establecer en fallo del 30 de mayo de 2003 (N° 228) que lo necesario para que se aplique la citación presunta prevista en el artículo 216, es que la actuación o comparecencia sea realmente de la parte demandada o de su apoderado, y que para la fecha se posea la condición de apoderado, tal como ocurrió en el caso bajo análisis. En virtud de ello, resulta obligante para esta sentenciadora tener como debidamente citada a la demandada desde el día 06 de julio de 1999, fecha en que el alguacil dejó constancia en los autos de que la respectiva  boleta de notificación le fue informada por la abogada nombrada como defensora en fecha 02 de julio de 1999 y así se decide.

 

Declarado lo anterior, corresponde a esta Alzada determinar si la contestación de la demanda, dada el 04 de agosto de 1999 fue tempestiva o no: Conforme al auto de admisión de la demanda (f.45), se le otorgó a la demandada un término de distancia de cinco (05) días consecutivos, vencidos los cuales debía dar su contestación al tercer día hábil siguiente después de citada. Dicho término de distancia comenzó al día natural siguiente al del 06 de julio de 1999, fecha en que se operó la citación presunta, esto es, el 07 de julio de 1999, y concluyó el 11 de julio de 1999, ambos inclusive. Conforme a la Tablilla de Despacho del a quo (f. 206), éste celebró despacho los días 12, 13 y 14 de julio de 1999, fecha ésta última en la cual debió tener lugar la contestación.

 

En cuanto al alegato en informes de la demandada ante esta Alzada (fs. 193-199), relacionado con la no fijación del Cartel de Notificación en la sede de la empresa, contrariamente a lo señalado, y como ya quedó expresado, consta al folio N° 55 el haberse cumplido con esta formalidad, así: El 03 de mayo de 1999, en las puertas del Tribunal, y el 11 de mayo de 1999 ‘en la puerta de la empresa demandada COMPAÑÍA ANÓNIMA NACIONAL TELÉFONOS DE VENEZUELA (C.A.N.T.V.)’ ubicada en Pueblo Nuevo, Edificio Centro Operativo de CANTV, en virtud de lo cual se desestima dicho alegato.

 

En lo referente a la imputación en dichos informes, de haber sido admitida la demanda después de que transcurrió más de un año desde que terminó la relación laboral, por lo cual solicitó se declarara la prescripción de la acción (f. 198), se juzga necesario aclarar a la informante que la acción propuesta es la reclamación de la JUBILACIÓN ESPECIAL a la cual alega el demandante tener derecho conforme a las cláusulas contractuales y al ‘ANEXO C’ del mismo; y que según sentencia de la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia del 29 de mayo de 2000, reiterada hasta hoy, el derecho a demandar la Jubilación Especial prescribe, por aplicación del artículo 1980 del Código Civil a los tres (3) años luego de la ruptura del vínculo laboral. En tal virtud, habiéndose propuesto la demanda antes de este lapso, debe desecharse el alegato de prescripción.

 

Establecido como ha quedado el primer supuesto requerido en el artículo 362 del Código de Procedimiento Civil para que se opere la confesión ficta en la presente causa, al no haberse dado contestación oportuna a la demanda, es necesario establecer si se encuentra dado el segundo supuesto o requisito, es decir, si la petición del demandante es contraria a derecho. En tal sentido, es necesario verificar si el ordenamiento concede tutela jurídica a la pretensión esgrimida en el libelo de demanda. En el caso de autos, el demandante, quien acumuló un tiempo de trabajo de 21 años, demanda la obtención de su derecho a una jubilación de por vida en lugar de la compensación económica entregada al momento de la finalización de la relación laboral, fundamentándose en el Laudo Arbitral suscrito entre la Federación de Trabajadores de Telecomunicaciones (FETRATEL) y la empresa CANTV, publicado en Gaceta Oficial N° 5151 de fecha 18 de junio de 1997, en cuyo anexo ‘C’, capítulo II, artículo 4° numeral 3°, señala la existencia de tal beneficio.

 

Omissis

 

En cuanto a la legalidad de las convenciones colectivas, es conteste la jurisprudencia y la doctrina que en materia laboral las mismas son supletorias de la ley y se tendrán como vigentes y exigibles entre las partes en cuanto no desfavorezcan los derechos de los trabajadores. En este orden de ideas, dispone el artículo 508 de la Ley Orgánica del Trabajo que ‘Las estipulaciones de la convención colectiva se convierten en cláusulas obligatorias y en parte integrante de los contratos de trabajo’. A su vez, el artículo 10 de dicha Ley Orgánica estipula el carácter de orden público a las disposiciones relativas al trabajo, concluyendo dicha norma que ‘Los convenios colectivos podrán acordar reglas favorables al trabajador que modifiquen la norma general respetando su finalidad’. La constitución de la República, por otra parte, protege en su artículo 96 a la negociación colectiva, garantizando el Estado su desarrollo. Por tanto, debe concluirse que la pretensión del demandante no es contraria a derecho; más bien es de protección legal y constitucional, por lo cual se da por materializado en el caso de autos el segundo de los supuestos de la confesión ficta. 

 

En cuanto al tercero de los requisitos, referido a que la demandada no haya probado algo que pudiera favorecerla, se observa: el artículo 69 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo establece un lapso de cuatro días hábiles, contados a partir del día de despacho siguiente al correspondiente para la contestación de la demanda, sin necesidad de declaratoria previa, para que las partes promuevan las prueba que consideren pertinentes, el cual corre aun para el demandado contumaz o para el que hubiese dado la contestación extemporáneamente.

 

En el caso de autos, se observa, que la demandada consignó en fecha 09 de agosto de 1999 escrito de promoción de pruebas (fs. 103-105), las cuales resultan ser extemporáneas, por cuanto conforme a la Tablilla de Despacho que corre al folio 206, los cuatro días de despacho para la promoción probatoria, transcurrieron los días 15, 16, 19 y 20 de julio de 1999, en virtud de lo cual la demandada no promovió prueba alguna en el lapso correspondiente, debiendo tenerse como cumplido el tercer requisito del referido artículo 362, y así se decide.”

 

 

 


Ahora bien, en cuanto al contenido y alcance del artículo 216 del Código de Procedimiento Civil, esta Sala de Casación Social en sentencia N° 140 de fecha 12 de junio del año 2002, dejó sentado lo siguiente:

 

“Artículo 216. (omissis)

 

De conformidad con el único aparte de la norma transcrita, siempre que resulte de autos que la parte o su apoderado, antes de la citación, han realizado alguna diligencia en el proceso o han estado presentes en un acto del mismo, se entenderá citada, desde entonces, para la contestación de la demanda, sin más formalidades. Consagra, por tanto, la referida disposición legal un efecto jurídico que consiste en considerar que el demandado se encuentra a derecho, lo cual se obtiene con total prescindencia de las formalidades contempladas en los artículos 218 y 342 ejusdem, para el acto de la citación personal provocada, a los fines del subsiguiente acto de la contestación de la demanda.

 

La correcta interpretación del artículo 216 del Código de Procedimiento Civil, implica que siempre que resulte de autos que la parte demandada o su apoderado, antes de la citación, han realizado alguna diligencia en el proceso, se considerará que la accionada se encuentra a derecho y se entenderá citada, desde ese momento, para la contestación de la demanda, sin más formalidad.

 

Ahora bien, en el presente caso se observa que aún cuando no pudo practicarse la citación personal y en virtud de que transcurrió el lapso fijado en el cartel de citación que fue colocado en la sede de la demandada y en las puertas del Tribunal de la causa a los fines de que la accionada se diera por citada, se procedió a designar un defensor de oficio, siendo que la persona nombrada para asumir este cargo ostentaba el carácter de apoderado judicial especial de la empresa demandada para actuar en este juicio desde el 23 de abril de 1996. Siendo ello así, debe considerarse que desde el momento en que el referido abogado firmó la boleta de notificación expedida por el Juzgado de la causa a los fines de informarlo de su nombramiento, quedó tácitamente citada la Sociedad Mercantil Pfizer, S.A., de conformidad con lo establecido en el artículo 216 del Código de Procedimiento Civil, y en consecuencia, desde el día siguiente a aquel en que el Alguacil dejó constancia en autos de la realización de la referida notificación, 08 de julio de 1996, comenzó a correr el término de la distancia, concedido en virtud de que la emplazada se encuentra domiciliada en la ciudad de Caracas, así como el de la contestación de la demanda, según lo dispuesto por el artículo 218 eiusdem, el cual ordena: 
(omissis)

 

Con el referido pronunciamiento el juzgador de alzada quebrantó el principio de igualdad procesal de las partes, infringiendo los artículos 216, 218, 206 y 15 del Código de Procedimiento Civil, por cuanto no tomó en consideración que el abogado Jesús Alberto Labrador Suárez cuando se dio por notificado de su nombramiento por el Tribunal de la causa como defensor ad-litem ya tenía la cualidad de apoderado judicial de la demandada, otorgada por poder especial para actuar en el presente juicio, por lo que en consecuencia debe entenderse que a partir de ese momento la parte accionada se encuentra a derecho, debiéndose computar desde el día siguiente a que conste en autos el haberse cumplido con dicha actuación, el lapso de comparecencia del citado.”

 

 

En el presente caso, se evidencia que la recurrida, consideró que la empresa demandada había quedado confesa, por cuanto tomó en consideración que la abogada María Judith Zambrano, al momento de darse por notificada de su nombramiento como defensor ad-litem, por el tribunal de la causa, ya ostentaba la cualidad de apoderada judicial de la demandada, mediante poder especial que le había sido otorgado para actuar en representación de la accionada, con lo cual había quedado citada presuntamente.

 


Ahora bien, en atención a todo lo anteriormente expuesto y al criterio jurisprudencial supra transcrito, es evidente, tal y como lo señala la recurrida, que la abogada María Judith Zambrano, para el momento en que fue nombrada defensor, ya ostentaba el carácter de apoderada judicial de la empresa demandada para actuar en juicio, por lo que en consecuencia, debe considerarse que desde el momento en que la referida abogada firmó la boleta de notificación, la parte accionada se encuentra a derecho, debiéndose computar desde el día siguiente a que conste en autos el haberse cumplido con dicha actuación, el lapso de comparecencia del citado, al quedar tácitamente citada la Compañía Anónima Nacional Teléfonos de Venezuela, de conformidad con lo establecido en el artículo 216 del Código de Procedimiento Civil.

 

En virtud de todo lo anteriormente expuesto, se evidencia que no incurrió la recurrida en el vicio delatado, por lo que se declara sin lugar la presente denuncia. Así se establece.

 

-III-

 


Con fundamento en el ordinal 1° del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, delatan los recurrentes la infracción del artículo 244 eiusdem, por haber incurrido la recurrida en el vicio de ultrapetita.

 


Como fundamente de su denuncia expresan los formalizantes:

 

“Si la honorable Sala da un vistazo a la demanda podrá certificar que el actor pidió la indexación de las pensiones de jubilación hasta que recaiga la sentencia definitiva.

 

En la recurrida se condenó a la representada a liquidar un ajuste monetario desde octubre de 1997 que el actor (no lo pidió) hasta la ejecución del fallo que (tampoco lo pidió).

 

Sin reparo, puede afirmarse que le juez incurrió en un exceso de jurisdicción que es lo típico de la ultrapetita al conceder al demandado más allá de lo que pidió; independientemente de que, en materia laboral jurisdicción que es lo típico de la ultrapetita al conceder al demandado por ser un asunto de derecho necesario, el Juez tenga la posibilidad de condenar derechos no pedidos; pero en esa materia de la indexación, no puede ser laxo, sino que, es necesario someterse en un todo al petitorio que le trazo el actor en su demanda, sin excederlo. Pero eso fue lo que ocurrió, para lo cual basta hacer una comparación del petitorio de la demanda y lo dispositivo del fallo cuestionado.

 

Viola la recurrida normas institucionales absolutas, como lo es, el que la indexación se computa a lo sumo desde la admisión de la demanda y como esto funciona como un principio, se entiende que el actor al pedir la indexación se ciño al mismo, de modo que le resulta absolutamente arbitrario conceder la indexación desde octubre de 1997 y no desde la admisión de la demanda.

 

Por lo expuesto, se violó el artículo 244 del Código de Procedimiento Civil, que según la doctrina pacífica de la Sala, es la norma pertinente, con lo que basta con su única denuncia para tenerla como suficientemente bien hecha.

 

Y se violó el artículo 12 del mismo Código, porque no se atuvo a lo alegado, ya que la sentencia excedió el contenido de la pretensión.”

 

 

 


La Sala para decidir observa:

 


Señalan los formalizantes, que la recurrida acordó la indexación desde octubre del año 1997 hasta la ejecución del fallo, lo cual el actor no solicitó, por cuanto la indexación se computa desde la admisión de la demanda, con lo que se excedió en el contenido de la pretensión.  

 


De la revisión de la recurrida, se evidencia que el sentenciador de alzada, luego de verificar que había quedado firme el derecho del trabajador a la jubilación, acordó la corrección monetaria desde la ruptura del vínculo de trabajo hasta la fecha de declaratoria de ejecución del fallo, en base a lo establecido por esta Sala de Casación Social, en casos análogos al presente, el cual estaba en la obligación de acoger. En virtud de lo cual se constata, que no incurrió la recurrida en el vicio de ultrapetita delatado.

 


En atención a lo anteriormente expuesto, se declara sin lugar la presente denuncia. Así se decide.

 

-IV-

 


Con fundamento en el ordinal 1° del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se delata la infracción de la recurrida del ordinal 5° del artículo 243 eiusdem.

 


Señalan los formalizantes: 

 

“Con los informes de Alzada, C.A.N.T.V. alegó: Omissis

 

En la recurrida no se consideró esta defensa, a la que estaba obligada la alzada y a darle respuestas, puesto que constituye de aquellos alegados estimados por la jurisprudencia de importantes de ser analizados y resueltos en la sentencia, no obstante hayan sido invocados  con los informes.

 

En efecto C.A.N.T.V combatió el pronunciamiento del a-quo por el que se le consideró confesa por no dar contestación a la demanda, en vista que, que, al firmar la Dra. Zambrano, en su calidad de defensora judicial, la boleta de notificación, entonces ese día quedó citada presuntamente.

 

Alega C.A.N.T.V. que el a quo utilizó un nuevo criterio en relación a la citación presunta, como lo expone la sentencia N° 140 de 12/6/01, cuyo precedente no se le puede aplicar brusca y precipitadamente, en atención a que, para cuando ella fue notificada de su designación, no regía el nuevo criterio; siendo así, no se le puede imputar el error en que incurrió el Tribunal a quo.

 

Vale la pena destacar, que el precedente es obligatorio para los casos futuros y darle solución con arreglo al razonamiento puesto por la Sala prolongadamente (Sentencia N° 355/ 21/05/03), a fin de emplearlo con ‘argumento de autoridad y argumento ab ejemplo (ver Ramón Escovar León, ‘La Nueva Casación Laboral’). Sentado esto, era obligatorio que la Alzada se hubiere pronunciado por ese argumento expuesto a favor de sus derechos por C.A.N.T.V.

 

Ese alegato no fue analizado ni decidido por la Jueza de Alzada, circunstancia que determine la infracción del artículo 243, ordinal 5° del Código de Procedimiento Civil, porque la sentencia no es expresa, precisa y positiva con arreglo a la defensa invocada por C.A.N.T.V., con los informes y al mismo tiempo, violó el artículo 12 eiusdem, porque no se sentenció conforme a lo alegado.

 

 

 


La Sala para decidir observa:

 


Exponen los formalizantes que en los informes de alzada, la demandada combatió el pronunciamiento del a quo que la consideró confesa por no dar contestación a la demanda, por considerar que al firmar la notificación había quedado citada presuntamente, sin embargo, la jueza de alzada no analizó ni decidió dicho alegato, lo cual determina que la sentencia no es expresa, precisa y positiva, con arreglo a la defensa invocada.

 


En este sentido la recurrida señaló:

 

“En cuanto al alegato en informes de la demandada ante esta Alzada (fs. 193-199), relacionado con la no fijación del Cartel de Notificación en la sede de la empresa contrariamente a lo señalado, y como ya quedó expresado, consta al folio N° 55 el haberse cumplido con esa formalidad, así: El 03 de mayo de 1999, en las puertas de Tribunal, y el 11 de mayo de 1999 ‘en la puerta de la empresa demandada COMPAÑÍA ANÓNINA NACIONAL TELÉFONOS DE VENEZUELA (C.A.N.T.V.)’ ubicada en Pueblo Nuevo, Edificio Centro Operativo de CANTV, en virtud de lo cual se desestima dicho alegato.”

 

 

 


De lo anteriormente expuesto se evidencia que, aunque en forma muy sucinta, la alzada sí se pronuncia sobre los alegatos efectuados en informes por la representante legal de la demandada, por lo que no incurrió la recurrida en el vicio delatado, y en consecuencia, se declara improcedente la presente denuncia analizada. Así se declara.

 

-V-

 


En base al ordinal 1° del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se denuncia la contradicción de la sentencia, con infracción del artículo 244 eiusdem.

 


Esgrimen los formalizantes:

 

“En su dispositivo el Tribunal ordenó: omissis

 

Mas adelante afirma: omissis

 

Si la sentencia solicitó los incrementos sufridos por la pensión es justamente para ajustarla ala fecha de la ejecución del fallo, punto más que relevante para concluir que el otro dispositivo choca directamente contra el primero, dado que ordena reajustar, mediante el método de la indexación, aquello que ya actualizó al declarar que la pensión se liquida sobre la base de los aumentos sufridos, lo que lleva de sí una clara contradicción de su mandato.”

 

 

 


La Sala para decidir observa:

 


Señalan los formalizantes que hay una clara contradicción en el mandato de la recurrida, pues, a decir de los formalizantes, si la sentencia solicitó los incrementos sufridos por la pensión es para ajustarla a la fecha de la ejecución del fallo, lo cual choca con el otro dispositivo que ordena reajustar mediante el método de la indexación, la actualización de la pensión que ya se había acordado.

 


Sobre este punto la recurrida expuso:

 

“A los efectos de ejecución del fallo se acuerda una experticia complementaria que permita efectuar los ajustes correspondientes. Al efecto, se ordena al ejecutor del mismo solicitar en su oportunidad a la demandada, suministre la información que permita determinar los incrementos correspondientes a la referida pensión de jubilación mensual, desde octubre de 1997 a la fecha de ejecución del fallo.

 

SEXTO: Conforme a lo establecido por la Sala de Casación Social (sentencias del 19 de junio y 11 de julio de 2000 ratificada el 25 de septiembre de 2003), se ordena la corrección monetaria con base en el Índice de Precios al Consumidor publicado mensualmente por el Banco Central de Venezuela, de cada una de las pensiones mensuales insolutas, a partir de la correspondiente a octubre de 1997, hasta la declaratoria de ejecución del presente fallo.” 

 

 

 


Ahora bien, esta Sala de Casación Social, en los primeros casos análogos al presente, dejó establecido que “ al declararse procedente la pretensión del actor, en la condenatoria, se deberá ordenar se determine en primer lugar la corrección monetaria de cada una de las pensiones de jubilación que ha debido recibir, con los ajustes a que hubiera lugar, computadas mes a mes, desde la fecha de la ruptura del vínculo de trabajo”.

 


Cabe señalar así mismo, que cuando la parte actora solicita el beneficio de la jubilación, éste comprende no sólo lo referente al pago de la pensión, sino, todos aquellos beneficios contemplados en el Plan de Jubilaciones de la Convención Colectiva, entre ellos los ajustes a que hubiera lugar, como así lo ha establecido esta Sala de Casación Social (accidental) anteriormente, por lo que el juez debía expresamente acordar dicho ajuste en virtud de lo antes expuesto.

 


En el presente caso, se observa que la recurrida acordó los ajustes de la pensión, así como la correspondiente corrección monetaria, conforme a los lineamientos dictados al efecto por esta Sala. En consecuencia, se evidencia que la sentencia recurrida no incurrió en el vicio delatado, razón por la que no procede la presente denuncia, así se decide.

 

-VI-

 


Con base en el ordinal 1° del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se delata la infracción de la recurrida del ordinal 6° del artículo 243 eiusdem, por incurrir la recurrida en el vicio de indeterminación objetiva.

 

“Efectivamente padece la recurrida del vicio de indeterminación objetiva, puesto que resulta muy precaria en cuanto a las determinaciones de las bases indicadas para la práctica de las experticias complementarias que ordenó realizar.

 

A los fines de hacer comprensiva la denuncia, se copian los trozos del fallo pertinentes, que descubren con seguridad que el defecto existe.

 

Dice la recurrida: omissis

 

Al proceder de esa manera, de que las experticias se hagan a la fecha de la ejecución del fallo, la somete a que los expertos la realicen sobre la base de un acontecimiento futuro y de incierta determinación previa, pues el día de la ejecución del fallo se produce con posterioridad a la práctica de esa experticia.

 

A propósito, la dinámica a seguir en esos casos, es que tan pronto quede firme el fallo, se fije la oportunidad para designar los expertos, quienes juramentados, deberán efectuar su estudio y dictamen definitivo sobre los elementos de hechos discriminados en la sentencia, sin que en el ejercicio de su misión asuman la condición de jueces ni les está dado realizar consideraciones o apreciaciones personales, para lo cual deberán limitarse al estricto cumplimiento de lo ordenado.

 

Así pues, realizada la experticia, las partes podrán reclamar de ella y a esos efectos se seguirá el trámite previsto en el artículo 249 del Código de Procedimiento Civil.

 

Y solo cuando ese dictamen, quede firme y por tanto, la estimación hecha por los expertos, será entonces y sólo entonces, cuando la parte pedirá la ejecución y el pago del monto definitivo de la condena, y a ese defecto, el Tribunal pondrá un decreto ordenando la ejecución en el lapso que le otorgue para que el condenado pague voluntariamente, a riesgo de que si no lo hace, se autorice el comienzo de la ejecución forzada.

 

Como se ve, no se estableció con precisión los elementos base que han de utilizar los expertos para el cálculo para adelantar su oficio judicial, ya que, es manifiestamente obvió que los expertos no podrán conocer de antemano la fecha exacta en que tendrá lugar el día de la ejecución como tampoco el día de la declaratoria de la ejecución, visto que podrán presentarse recursos contra el dictamen de los expertos; que podrán recalar otra vez en casación.

 

En consecuencia se violó el artículo 243, ordinal 6 del Código de Procedimiento Civil, y por tanto, la recurrida está incursa en la sanción de nulidad prevista en el artículo 244 eiusdem, así como se violó el artículo 249 eiusdem, que es la norma que preceptúa que habrá de indicársele a los expertos, los diversos puntos de hecho fundamento de su oficio.”

 

 

 


La Sala para decidir observa:

 


Manifiestan los recurrentes, que padece la recurrida del vicio de indeterminación objetiva, por cuanto la misma resulta precaria en cuanto a las determinaciones indicadas para la práctica de las experticias complementarias que ordenó realizar.

 

Ahora bien, en cuanto al vicio de indeterminación objetiva, esta Sala en decisión N° 139, de fecha 12 de junio del año 2001, dejó sentado: 

 

“El vicio de indeterminación se produce cuando el juez omite nombrar la cosa sobre la que recae la decisión e identificarla.

 

De acuerdo al ordinal 6° del artículo 243 del Código de Procedimiento Civil vigente, la identificación de la cosa u objeto sobre la cual recaiga la decisión, es requisito esencial de la sentencia y su omisión conlleva a la nulidad del fallo por el vicio de indeterminación. En esta materia, se ha venido aplicando el criterio de la Sala Casación Civil, acogido también por esta Sala de Casación Social como sano correctivo, al principio llamado de la unidad procesal del fallo, conforme al cual, la sentencia forma un todo indivisible de modo que todas las partes que integran su estructura tradicional (narrativa, motiva y dispositiva) se encuentran vinculadas por lo que se ha llamado “un enlace lógico”, que no es otra cosa que la expresión de la fuerza del pronunciamiento judicial en toda su integridad. Por lo tanto, si en el cuerpo de la Sentencia aparecen las menciones que se omitieron en la parte dispositiva, no hay que considerarla viciada.” 

 

 

 


De la decisión anteriormente transcrita se evidencia que, incurre el juez en el vicio de indeterminación objetiva cuando omite nombrar o identificar la cosa u objeto sobre la que recae la decisión.

 

En el caso bajo análisis, se delata que la sentencia recurrida es muy precaria en cuanto a las determinaciones indicadas para la práctica de las experticias complementarias. En tal sentido, cabe señalar que la recurrida indicó en el fallo que se debe practicar una experticia complementaria, a fin de realizar la corrección monetaria y el cálculo de los intereses moratorios, tanto de los montos que correspondan en razón de los aumentos salariales acordados para el pago de la jubilación, así como el monto recibido en exceso por el trabajador, para lo cual indicó que se oficiara al Banco Central de Venezuela para obtener información del índice inflacionario correspondiente, con lo cual se verifica que sí indicó el objeto sobre el que recae la decisión.  

 

Por lo anteriormente expresado, se evidencia que no incurre la recurrida en el vicio delatado, por lo que se declara sin lugar la denuncia formulada. Así se decide.

 

INFRACCIÓN DE LEY
ÚNICA

 


De conformidad con lo establecido en el ordinal 2° del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se delata la infracción del artículo 215 eiusdem, por falta de aplicación, y los artículos 216 y 362 por falsa aplicación, ambos del Código de Procedimiento Civil.

 


Señalan los formalizantes:

 

“Conforme a lo anterior establecidos los siguientes hechos: (i) que no se pudo citar personalmente al personero legal de C.A.N.T.V.; (ii) que, en su defecto, se acudió a su emplazamiento por el procedimiento de la imprenta; (iii) que, el Tribunal de causa designó a la Dra. Zambrano B, defensora ad litem de C.A.N.T.V.; (iv) que fue notificada por boleta el 2 de julio de 1999, y (v) que el alguacil consignó el 6 de julio de 1999, los resultados de su gestión.

 

Seguidamente el Tribunal considera que, al firmar la Dra. Zambrano la boleta de notificación que le hacía saber fue nombrada defensora de oficio de C.A.N.T.V., quedó citada presuntamente porque más adelante acreditó poder general de la demandada.

 

Esos hechos certificados por la propia recurrida, no cuadran en el supuesto de hecho previsto en el artículo 216 del Código de Procedimiento Civil; allí se precisa, por vía de excepción, que si la parte o su apoderado actúan o diligencian en el expediente, se les reputará citados. Ahora bien, la firma de una boleta no es un acto de procedimiento ni una diligencia de impulso del juicio; es un llamado que le hace el tribunal al abogado designado defensor para que diga si acepta o no el cargo y de querer ejercerlo prestar juramento de Ley.

 

Antes de esto último, no es parte del juicio; y el Tribunal no lo puede considerar como tal, tanto que la propia Ley en forma terminante dirige una orden al tribunal de que, cumplido el trámite de designación, aceptación y juramentación del defensor, será cuando se entenderá con ese defensor lo atinente a la citación.

 

La recurrida en su folio 223, da cuenta de este procedimiento, de suerte que no tendrá la honorable Sala la tarea de leer actas del expediente. Véase que el Tribunal señaladamente alude a que la defensora fue citada por el Alguacil el 27 de julio de 1999 y, en su fallo, pese a esta particular circunstancia que da fe auténtica de que todavía la causa se encontraba en estado de citación, da un paso atrás y considera que C.A.N.T.V. quedó citada el 2 de julio de 1999; prueba evidente de que el mismo Tribunal entendió que aquella firma de la boleta era un acto sin ninguna trascendencia a los efectos de tener a la demandada como citada presuntamente.

 

No es un acto que propicie una conclusión o lleve a la convicción del juez de que la demandada estaba imbuida de la existencia del juicio y apta para ejercer sus derechos procesales, tanto que con la sola firma de la boleta, no puede inferirse cuando debió comparecer si paralelamente el Tribunal acataba al pie de la letra el trámite de la aceptación, juramentación y citación de C.A.N.T.V.

 

De esta forma, la situación de hecho puesta en el expediente no cabe en la norma aplicada; al grado que el Juez la aplicó falsamente y por ende sacó consecuencias equivocadas; en tal caso, infringió por ese motivo, el artículo 216 del Código de Procedimiento Civil.

 

Y muy provechoso para fijar criterio correcto el tomar en cuenta el dato de que la Dra. Zambrano es apoderada de C.A.N.T.V., desde 21 de julio de 1977 oportunidad cuando se le otorgó poder. Esto deja comprender con claridad que su apoderamiento es anterior al juicio, el que reza el fallo se dio inicio por demanda admitida el 12 de febrero de 1999, siendo así, su condición de apoderada no le da el don de adivinar la existencia de este juicio. Por ello es que, aplica falsamente la norma en cuestión.

 

Y por vía de consecuencia, violó el artículo 362 del Código de Procedimiento Civil por falsa aplicación, como quiera que declaró confesa a C.A.N.T.V. por obra de que entendió el Juez malamente citada a juicio y por tal motivo la condenó, sin percatarse que como dice la recurrida la Dra. Zambrano quedó citada después, el 27 de julio de 1999, que es el punto de partida para el cómputo del término para dar contestación y no el que con arbitrariedad estableció de 2 de julio de 1999.

 

Pero también dejó de aplicar el artículo 50 de la Ley Orgánica de Tribunal y de Procedimientos del Trabajo, que es el artículo que imperiosamente advierte que, una vez nombrado, juramentado el defensor y éste haya aceptado el cargo y prestado juramento, es cuando se le podrá citar porque será con ese funcionario, con quien se entenderá la citación de demandado.

 

Sin mucho análisis la infracción resulta trascendente para la suerte definitiva del fallo en vista que habiendo aplicado falsamente las normas arriba señaladas le llevó a condenar a C.A.N.T.V., en virtud a que no contestó la demanda en el término que el propio Tribunal aquí le estableció, porque, si hubiere aplicado el artículo 50 eiusdem en la forma dicha habría caído en la cuenta de que C.A.N.T.V. contestó en día y no de modo tardío, y asimismo dejó de aplicar el artículo 215 del Código de Procedimiento Civil, que es la norma jurídica, que exige que la citación debe llevarse con arreglo a las disposiciones que regulan su práctica. En el caso, citar a la defensora, como lo manda el artículo 50 eiusdem, pues esta es la fórmula jurídica para entender citada a C.A.N.T.V., lo que no hizo la recurrida.”

 

 

 


La Sala para decidir observa:

 


Alegan los formalizantes, que la recurrida consideró que la Dra. Zambrano al firmar la boleta de notificación con la cual le hacían saber de su nombramiento como defensor de oficio de la CANTV, había quedado citada presuntamente, lo cual conllevó que se declarara confesa a la empresa demandada, por considerar que había contestado extemporáneamente la demanda, siendo que dicho supuesto de hecho no encuadra dentro de lo previsto por el artículo 216 del Código de Procedimiento Civil, por lo cual aplicó falsamente dicha norma.

 


En virtud de lo alegado por los recurrentes, se hace necesario transcribir lo que al respecto estableció la recurrida:

 

“Ahora bien, el artículo 216 del Código de Procedimiento Civil, único aparte, dice: omissis

 

Al aplicar la anterior disposición y una vez que la representación legal de la demandada firmó, el 02 de julio de 1999, la boleta notificatoria que le había sido extendida, dejándose constancia en el expediente de dicha actuación, por el alguacil del Tribunal en fecha 06 de julio de 1999, esa actividad se equipara a la situación allí prevista, luego de lo cual no era necesario, como bien lo acota la sentencia apelada, realizar ningún otro acto para tenerla como citada, pues el objeto de la citación es poner en conocimiento del demandado, de la existencia de una demanda en su contra. En el caso concreto, se observa que la demandada, aun con su antelación a la actuación de su apoderada judicial, ya tenía conocimiento de la demanda, toda vez que, ante la imposibilidad de efectuar la citación personal de su director-gerente, ciudadano Abad Gilberto Casanova, el Tribunal de Primera Instancia acordó, como ya quedó acotado, la fijación del respectivo cartel en su sede, conforme al artículo 50 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, actuación que se llevó a cabo por la secretaría de dicho Tribunal el once (11 de mayo de 1999, según informe rendido en esta fecha (f. 55).

 

Aunado a la anterior circunstancia, observa la sentenciadora que, como lo confiesa la abogada María Judith Zambrano Bushey en el encabezamiento de su escrito (f. 66), la representación judicial de la demandada la ostenta desde el 21 de julio de 1997, fecha en la cual le fue otorgado el poder por ante la Notaría Pública Octava del Municipio Autónomo Chacao del Estado Miranda, el cual corre inserto a los folios 77 al 80. Es decir, que la referida representación judicial le fue deferida con una antelación de 23 meses a la fecha en que firmó la notificación como defensor de oficio y dicha circunstancia constó en autos.

 

En este sentido, nuestra Sala de Casación Social, según sentencia N° 140 del 12 de junio de 2001, estableció que, recaída la designación como defensor ad-litem en abogado que luego resulta ser apoderado judicial del demandado con antelación a la fecha en que es notificado. ‘debe considerarse que desde el momento en que el abogado firmó la boleta de notificación expedida por el Juzgado de la Causa a fin de informarlo de su nombramiento, quedó tácitamente citada la Sociedad Mercantil, de conformidad con lo establecido en el artículo 216 del Código de Procedimiento Civil’, doctrina que ha venido siendo reiterada hasta hoy.

 

La Sala de Casación Civil, es también copartícipe de ella, al establecer en fallo del 30 de mayo de 2003 (N° 228) que lo necesario para que se aplique la citación presunta prevista en el artículo 216, es que la actuación o comparecencia sea realmente de la parte demandada o de su apoderado, y que para la fecha se posea la condición de apoderado, tal como ocurrió en el caso bajo análisis. En virtud de ello, resulta obligante para esta sentenciadora tener como debidamente citada a la demandada desde el día 06 de julio de 1999, fecha en que el alguacil dejó constancia en los autos de que la respectiva boleta de notificación le fue firmada por la abogada nombrada como defensora en fecha 02 de julio de 1999 y así se decide.”

 

 

 


Del fragmento de la decisión antes transcrita, se observa que la recurrida basó su dictamen en una decisión dictada por esta Sala de Casación Social, en la cual se estableció el alcance del artículo 216 de Código de Procedimiento Civil.

 


En tal sentido se dejó estableció que, en el caso que se proceda a designar un defensor de oficio y éste ostente el carácter de apoderado especial para actuar juicio, en representación de la parte demandada, se debe considerar que desde el momento en que el referido abogado firma la boleta de notificación para ser informado de su nombramiento, queda tácitamente citada la demandada, por lo que desde el día siguiente a aquel en que el alguacil deje constancia en autos de la realización de la notificación, comienza a correr el lapso para la contestación.

 


Ahora bien, de la transcripción ut supra se evidencia que, el sentenciador de alzada declaró la confesión ficta de la demanda, dado que tanto la contestación de la demanda, como la promoción de las pruebas, fueron realizadas de manera extemporánea, por lo que declaró confesa a la accionada, y en tal sentido, como admitidos los hechos alegados por el actor en su libelo de demanda, dado que no resultó desvirtuada  la acción por ninguno de los elementos del proceso, todo ello, conforme a lo preceptuado en el artículo con el 362 del Código de Procedimiento Civil. 

 


En relación al artículo 362 del Código de Procedimiento Civil se ha referido esta Sala de la manera siguiente:
 
“En el proceso cuando el demandado no comparece a dar contestación de la demanda, el artículo 362 establece en su contra la presunción iuris tantum de la confesión. (...)

 

(...) Para que se consuma o haga procedente la presunción legal de la confesión ficta, se requieren tres requisitos a saber: a) Que el demandado no diere a la demanda; b) Que la pretensión del actor no sea contraria a derecho; y c) Que el demandado no probara nada que le favorezca durante el proceso.” (Sentencia de la Sala de Casación Social de fecha 14 de junio de 2000).

 

 

 


En este orden de ideas y con base en las anteriores argumentaciones, considera esta Sala que no es procedente la denuncia esgrimida por los recurrentes con relación a los artículos presuntamente infringidos, ya que acertadamente el sentenciador de alzada concluyó, que en el presente asunto las normas aplicables eran, por una parte el 216 Código de Procedimiento Civil, y por otra, el artículo 362 eiusdem, razón por la cual se declara sin lugar la presente denuncia. Así se decide.
 

DECISIÓN

 


En mérito de las anteriores consideraciones este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, (accidental) administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley declara: SIN LUGAR el recurso de casación interpuesto por la representación judicial de la COMPAÑÍA ANÓNIMA NACIONAL TELÉFONOS DE VENEZUELA (C.A.N.T.V.), contra la sentencia dictada el 15 de octubre del año 2003, por el Juzgado Superior Segundo en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y de Protección del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Táchira con sede en San Cristóbal.

 


Se condena en costas a la parte recurrente, de conformidad con lo establecido en los artículos 274 y 320 del Código de Procedimiento Civil.

 


Publíquese y regístrese. Remítase el expediente al Juzgado Segundo de Primera Instancia del Trabajo y Agrario de la Circunscripción Judicial del Estado Táchira con sede en San Cristóbal, participándoles dicha remisión al juzgado superior de origen, de conformidad con lo establecido en el artículo 316 del Código de Procedimiento Civil.

 


Dada,   firmada,   y   sellada   en   la   Sala   de  Despacho  de  la  Sala   de Casación  Social  (accidental)  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia, a los doce (12) días del mes de   agosto de dos mil cuatro. Años: 194° de la Independencia y 145° de la Federación.-
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